INCIDENTE DE DESACATO 

RADICACIÓN: 660453189001201600008-01
ACCIONANTE: MARÍA L. VALERO VALENCIA 
CONFIRMA
A N°31

INCIDENTE DE DESACATO/ Trámite conforme al debido proceso cuando se requiere y se sanciona al funcionario que a pesar de ser competente de cumplir el fallo de tutela, se ha abstenido de ello sin justificación   
“(…) la decisión sancionatoria, consistente en tres (3) días de arresto y multa de un (1) salario mínimo legal mensual que se le impuso a la Dra. PAULA GAVIRIA BETANCUR, se encuentra ajustada a derecho toda vez que hay lugar a concluir que la UARIV, representada en este trámite por su Directora General, está en franca rebeldía contra una decisión judicial que debe ser acatada, al no resolver el recurso de apelación que en su oportunidad presentó la señora MARÍA LIGIA VALERO VALENCIA contra la resolución 2014-578009 de agosto 26 de 2014 proferida por el Director Técnico de Registro y Gestión de la Información por medio de la cual se le negó el reconocimiento e inclusión en el Registro Único de Víctimas, cuya competencia de conformidad con lo reglado en el artículo 3 de la Resolución 01785 de marzo 17 de 2015 le corresponde a la Directora General (…)”
                        REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                    PEREIRA-RISARALDA 
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                                         RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
              Magistrado Ponente 
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, once (11) de abril de dos mil dieciséis (2016)

                                                                    Acta de Aprobación No. 299
                                                   Hora: 3:20 p.m.
1.- VISTOS 

Debe pronunciarse la Sala con ocasión de la consulta de la decisión proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.), mediante la cual sancionó a la Directora General de la UARIV -Dra. PAULA GAVIRIA BETANCUR-,  por no atender el cumplimiento del fallo de tutela proferido a favor de la señora MARÍA LIGIA VALERO VALENCIA. 

2.- ANTECEDENTES 

2.1.- En enero 26 de 2016 el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.) en condición de juez constitucional de primer grado amparó el derecho fundamental de petición de la señora MARÍA LIGIA VALERO VALENCIA dentro de la acción de tutela presentada en contra de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -UARIV-; y, en consecuencia ordenó a la Directora General de la entidad que: “ (…) en el término de cuarenta y ocho (48) horas  contadas a partir de la notificación de este fallo, resuelva si aún no lo ha hecho,  el recurso de apelación interpuesto por María Ligia Valero Valencia contra la Resolución 2014-578009 de agosto 26 de 2014 […]”.
2.2.- En febrero 10 de 2016 informó la accionante que la entidad accionada no acató la orden impartida y por ello solicitó dar inicio al incidente de desacato.

2.3.- El juzgado por auto de febrero 12 de 2016 requirió a la Dra. PAULA GAVIRIA BETANCUR -Directora General de la UARIV-, para que dentro del término de tres (3) días dé cumplimiento  al fallo de tutela, so pena de  darse  apertura al incidente de desacato.

2.4. Frente al silencio de la referida servidora por auto de febrero 23 de 2016, el a quo dio apertura formal al incidente de desacato en contra de la doctora PAULA GAVIRIA BETANCUR, a quien concedió tres (3) días para que ejerciera su derecho a la defensa, sin existir pronunciamiento al respecto.

2.5.- Al considerarse que la acción constitucional no fue acatada, mediante proveído de marzo 11 de 2016 el juzgado sancionó con tres (3) días de arresto y multa equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual vigente a la Dra. PAULA GAVIRIA BETANCUR -Directora General de la UARIV-  en los términos y condicionamientos descritos en el cuerpo de tal proveído. 

3.- Para resolver, se CONSIDERA 
Existe competencia funcional para desatar el grado de consulta surtido sobre la decisión proferida dentro del incidente de desacato que se tramitó en el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.).

De lo actuado se destaca que en efecto la entidad accionada no dio ni ha dado cumplimiento al fallo de tutela objeto de desacato, en los términos en que fue ordenado, y mucho menos ha solucionado la situación que obligó a la actora a acudir ante el juez constitucional para obtener el amparo de su derecho fundamental de petición.

Es de recordar que para efectos de una sanción por incumplimiento a un fallo de tutela, es estrictamente necesario que durante el incidente de desacato se sepa quién es la persona encargada de acatarlo, los motivos por los cuáles no lo ha hecho, y, además, quién es el superior de esa persona, para de esa manera poder cumplir con lo dispuesto en el citado artículo 27 del Decreto 2591. De no ser así, muy seguramente se vulnerará el derecho fundamental al debido proceso del que son titulares todas las personas en Colombia, según lo dispuesto por el artículo 29 de la Constitución Política.

La Sala aprecia que para proferir la decisión objeto de esta consulta se respetó cabalmente el procedimiento establecido, por cuanto se vinculó al trámite a la funcionaria encargada de acatar lo dispuesto en la sentencia, esto es, la Directora Nacional de la UARIV, a quien se le había dado la orden constitucional; y si bien, no aparece vinculado superior jerárquico alguno, como bien lo expresó el a quo, lo es por cuanto la referida funcionaria es la representante legal de la entidad accionada y como tal no aparece en el ordenamiento jurídico por medio del cual se estableció la estructura de la UARIV -Decreto 3082 de 2011- ninguna otra persona que obre como su superior. 

Ahora bien del requerimiento inicial y de la apertura del incidente la citada funcionaria fue notificada mediante oficios enviados por correo certificado y electrónico, de los cuales se aprecian en el dossier las constancias de envío respectivas ante la UARIV
.
Pero aunque por parte del despacho se fue en extremo garantista, todos esos avisos no fueron suficientes para lograr que por parte de la UARIV se diera cumplimiento a lo ordenado en el fallo de tutela, o se indicaran las razones para no acatar lo resuelto por el juez, por lo que hasta la fecha el derecho fundamental de petición cuya protección invocó la actora mediante este mecanismo constitucional continúa siendo vulnerado por parte de la entidad demandada, la cual no mostró el mínimo interés al respecto. 

En ese orden de ideas, la decisión sancionatoria, consistente en tres (3) días de arresto y multa de  un (1) salario mínimo legal mensual que se le impuso a la Dra. PAULA GAVIRIA BETANCUR, se encuentra ajustada a derecho toda vez que hay lugar a concluir que la UARIV, representada en este trámite por su Directora General, está en franca rebeldía contra una decisión judicial que debe ser acatada, al no resolver el recurso de apelación que en su oportunidad presentó la señora MARÍA LIGIA VALERO VALENCIA contra la resolución 2014-578009 de agosto 26 de 2014 proferida por el Director Técnico de Registro y Gestión de la Información
 por medio de la cual se le negó el reconocimiento e inclusión en el Registro Único de Víctimas, cuya competencia de conformidad con lo reglado en el artículo 3 de la Resolución 01785 de marzo 17 de 2015
  le corresponde a la Directora General por ser una de  las funciones esenciales de su cargo, como en efecto así se destaca en la referida normativa: “24. Resolver en segunda instancia los recursos que se interpongan contra las decisiones adoptadas por las dependencias de la Unidad, en los asuntos propios de sus competencias”.

Se pondrá de presente que la citada sanción se hará efectiva siempre y cuando no haya prórroga vigente de suspensión por parte de la Corte Constitucional aplicable al caso analizado, lo cual deberá ser verificado por el juez de primer nivel al momento de ejecutarlas. 

De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, 

4.- RESUELVE

PRIMERO: SE CONFIRMA la sanción impuesta a la Directora General de la Unidad  para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV- Dra. PAULA GAVIRIA BETANCUR, la cual se hará efectiva siempre y cuando no haya prórroga vigente de suspensión por parte de la H. Corte Constitucional aplicable al presente caso, aspecto que deberá ser verificado por el juez de primer nivel al momento de ejecutarla. 

SEGUNDO: SE ADVIERTE que este incidente no terminará con ocasión de la sanción, pues recuérdese que se trata de una obligación sucesiva
 que sistemáticamente debe cumplirse, por lo que de persistir la UARIV en la omisión que dio lugar a la interposición de la presente acción, pueden sobrevenir futuras sanciones aún más gravosas.
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Ver folios 9, 10, 11, 15 y 16 Cdno. Incidente.


� Información que fue aportada a esta Corporación por la accionante. Folio 4 Cdno. Tribunal.


� “Por la cual se adopta el Manual Específico de Funciones y de Competencias Laborales para los empleos de la Planta de Personal de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas”.


� “En las órdenes de tracto sucesivo, pueden promoverse desacatos por el reiterado incumplimiento y puede exigirse el cumplimiento en cualquier instante, incluso el juez oficiosamente debe estar atento a hacer cumplir la orden de tutela. Si la orden que se profiere en una sentencia es de tracto sucesivo, como ocurre en el caso de pagarse mesadas pensionales o salarios, no existe inconveniente alguno para que haya sucesivas sanciones en caso de incumplimiento calificable como desacato” Sentencia T-744/03.
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